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Revocation of administrative
ACTS DIRECT ANALYSIS AGAINST CONSTITUTIONAL PRINCIPLES

RESUMEN
La revocatoria directa de los actos administra-
tivos se constituye en un mecanismo extraor-
dinario respecto del cual la administración 
puede dejar sus efectos jurídicos en un acto 
administrativo. Sin embargo respecto de la 
revocatoria directa de los actos administrati-
vos de carácter particular las distintas legisla-
ciones que han regulado el tema así como los 
diferentes fallos jurisprudenciales en sentidos 
diferentes evidencian una latente tensión de 
principios que debe ser resuelta por el legisla-
dor o por el juez constitucional.
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ABSTRACT
Direct revocation of administrative acts con-
stitutes an extraordinary mechanism for which 
the administration can leave an administrative 
act legal effect. Sin embargo respective direct 
revocation of administrative acts of a particu-
lar nature the various laws that have regulated 
the issue and the various court rulings in dif-
ferent directions show a latent tension of prin-
ciples that must be resolved by the legislature 
or by the constitutional court.
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PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA

Una vez expedida la Constitución Política de 
1991, nuestro ordenamiento jurídico en rela-
ción con el procedimiento administrativo y 
contencioso administrativo estuvo regulado 
por el Decreto 01 de 1984, el cual fue expe-
dido bajo la vigencia de la Constitución de 
1886. Dicha norma tuvo vigencia hasta que el 
Congreso de la República expidió la Ley 1437 
de 2011, Código de Procedimiento Adminis-
trativo y de lo Contencioso Administrativo, 
en cuya parte primera se reguló lo relativo a 
los procedimientos administrativos. 

En cuanto a la revocatoria directa, después de 
una larga discusión en torno a la interpreta-
ción del artículo 73 del Decreto 01 de 1984 
Código Contencioso Administrativo en re-
lación con la procedencia de la revocación 
frente a actos particulares obtenido por me-
dios ilegales, el legislador consagró en el ar- 
tículo 97 de la Ley 1437 de 2011, la necesidad 
de acudir a la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, y por ende la imposibilidad 
de la administración de revocar los actos par-
ticulares sin el consentimiento del afectado.

Dicha decisión del legislador permite inferir 
que el principio de presunción de legalidad 
de los actos administrativos y la presunción 
de buena fe de la actuación del particular, 
terminaron imponiéndose sobre el poder de 
decisión previa del Estado y el principio de 
moralidad así como el de prevalencia del in-
terés general.

En este sentido el debate se plantea en rela-

ción con la protección que se le da al reco-
nocimiento de los derechos subjetivos que 
hubiere obtenido un particular por parte de 
la administración a través de medios ilegales.

En medio del debate por el tránsito a la nueva 
normatividad quedan aún por precisar im-
portantes asuntos con capacidad para media-
tizar las posturas jurídicas de los particulares 
y la administración. 

Por ejemplo, ¿Qué ha de suceder con la ob-
tención de pensiones o licencias de manera 
ilegal?, ¿Cuáles son las concepciones que so-
portan o dan fundamento a la actuación de 
los actores involucrados en el debate desde 
la perspectiva de las diferentes escuelas filo-
sóficas, así como las teorías de los derechos, 
como las teorías deontológicas, teleológicas y 
las sensibles a las consecuencias?

Para efectos de presentar el debate y en aras 
de un análisis académico se hace necesario 
que se defina una posición acerca de las con-
cepciones absoluta y relativa de los derechos, 
ya que ello va a determinar los argumentos de 
apoyo o rechazo a la nueva regulación de la 
revocatoria directa en el actual Código: 

La discusión que subyace a la contro-
versia pública consiste en saber si de-
bemos adoptar una concepción abso-
luta de los derechos o, por el contrario, 
una concepción relativa. La primera 
no acepta limitaciones a los derechos 
en ningún caso. La segunda permite 
tales limitaciones cuando existen ra-
zones de peso que las justifiquen, por 
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ejemplo para salvaguardar otros dere-
chos o principios constitucionales de 
igual jerarquía. La primera posición es 
inflexible. La segunda, no1.

Una concepción absoluta de los derechos, 
asumirá una posición de improcedencia a la 
revocatoria directa de un acto administrativo 
de carácter particular, sin el consentimiento 
de este último en cualquier circunstancia, por 
considerar que el derecho subjetivo prevale-
ce, al no aceptar limitación alguna a este de-
recho, cualesquiera fueran las circunstancias, 
aún consideraciones de interés general. 

Por el contrario, una concepción relativa de 
los derechos, resultará proclive en contemplar 
la posibilidad de revocatoria directa, ya que 
al ser flexible, termina siendo permisiva a las 
circunstancias concretas en las que concurren 
los derechos subjetivos reconocidos al parti-
cular en el contexto de principios constitucio-
nales que guían su ejercicio. 

LA REVOCATORIA DIRECTA DE LOS 
ACTOS ADMINISTRATIVOS DE CA-
RÁCTER PARTICULAR

La revocatoria directa se constituye en un re-
curso extraordinario y al mismo tiempo que 
la facultad de una autoridad administrativa o 
de su inmediato superior para dejar sin efecto 
determinada decisión administrativa. 

Un acto administrativo puede ser revocado 

1.	 ARANGO, Rodolfo. Derechos: ¿absolutos o relativos? En: 
El Espectador (agosto 10 de 2011).

por razones de legalidad, de conveniencia o 
de equidad, en este último caso cuando se 
causa un agravio injustificado a una persona.

Como facultad discrecional de la autoridad, 
la revocatoria directa procede contra los ac-
tos de carácter general, en cualquier tiempo, 
siempre que no se haya acudido a la jurisdic-
ción de lo contencioso administrativo y no se 
haya dictado auto admisorio de la demanda.

En relación con los actos administrativos de 
carácter particular y concreto, en virtud de la 
protección constitucional a los derechos ad-
quiridos, la regla es que no pueden ser objeto 
de revocatoria, salvo en los casos establecidos 
en el artículo 97 del Código de Procedimien-
to Administrativo y de lo Contencioso Admi-
nistrativo que señala:

Salvo las excepciones establecidas en 
la ley, cuando un acto administrativo, 
bien sea expreso o ficto, haya creado o 
modificado una situación jurídica de 
carácter particular y concreto o reco-
nocido un derecho de igual categoría, 
no podrá ser revocado sin el consen-
timiento previo, expreso y escrito del 
respectivo titular. 

Si el titular niega su consentimiento y 
la autoridad considera que el acto es 
contrario a la Constitución o a la ley, 
deberá demandarlo ante la Jurisdicción 
de lo Contencioso Administrativo. 

Si la Administración considera que 
el acto ocurrió por medios ilegales o 
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fraudulentos lo demandará sin acudir 
al procedimiento previo de concilia-
ción y solicitará al juez su suspensión 
provisional.

PARÁGRAFO. En el trámite de la re-
vocación directa se garantizarán los 
derechos de audiencia y defensa2. 

De la disposición anterior queda claro que los 
actos particulares pueden ser objeto de revo-
catoria por parte de la autoridad:
i)	 Tratándose de actos expresos o presuntos, 

cuando exista consentimiento expreso y 
escrito del titular del derecho; 

ii)	 Para corregir errores formales de los actos 
administrativos, ya sean aritméticos o de 
digitación.

La situación problémica aquí planteada se 
presenta en relación con los actos adminis-
trativos que se obtienen por medios ilegales, 
frente a los cuales a la luz de la normatividad 
vigente solo sería procedente su revocación 
con el consentimiento del particular. 

En el evento contrario, es decir, en caso de 
que el particular no diere su consentimiento, 
se exige por parte de la administración la pre-
sentación de la respectiva demanda ante la ju-
risdicción de lo contencioso administrativo. 

Sin embargo durante la vigencia de la norma-
tividad anterior (Decreto 01 de 1984), se sos-
tuvo frente a dicha circunstancia por parte de 
la Corte Constitucional:

2.	 Ley 1437 de 2011. Art. 97.

Para esta Corporación, atendiendo el 
principio de buena fe y la presunción 
de legalidad que ostentan los actos de 
la administración, amén de tener en 
cuenta razones de seguridad jurídica 
y de respeto a las situaciones jurídicas 
subjetivas que han quedado consolida-
das en cabeza de una persona mediante 
decisiones en firme, salvo una evidente 
violación del ordenamiento jurídico, 
un acto de carácter particular y con-
creto solo podrá ser revocado con el 
consentimiento expreso del particular. 

En una circunstancia de manifiesta ile-
galidad, sin embargo, la aplicación del 
principio de buena fe deberá operar es 
en beneficio de la administración para 
proteger el interés público, pues en este 
caso la actuación fraudulenta con la 
que se dio origen o desarrollo a la ac-
tuación de la administración rompe la 
confianza legítima que sustenta la pre-
sunción de legalidad del acto expedido 
bajo tales circunstancias.

El acto administrativo que así lo decla-
re deberá en todo caso hacer expresa 
mención de dicha circunstancia y de 
la totalidad de los elementos de juicio 
que llevaron al convencimiento de la 
administración, lo cual implica nece-
sariamente la aplicación de un proce-
dimiento que permita a la Administra-
ción reunir dichos elementos de juicio3. 

3.	 Corte Constitucional. Sentencia C-672 de 2001. M.P. Álva-
ro Tafur Galvis.
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En los últimos pronunciamientos judicia-
les del Consejo de Estado, el alto tribunal de 
lo contencioso administrativo terminó por 
aceptar la posición de la Corte Constitucional 
señalando que:

La formación de actos administrativos 
por medios ilícitos no puede obligar 
al Estado, por ello, la revocatoria se 
entiende referida a esa voluntad, pues 
ningún acto de persona natural o ju-
rídica ni del Estado, por supuesto, que 
haya ocurrido de manera ilícita podría 
considerarse como factor de respon-
sabilidad para su acatamiento. Ello 
explica por qué, en este caso, el acto 
administrativo de carácter particular 
puede ser revocado sin consentimiento 
del particular. Ahora bien, el hecho de 
que el acto administrativo se obtenga 
por medios ilegales puede provenir de 
la misma administración o del admi-
nistrado o de un tercero, pues en eso 
la ley no hace diferencia. Pero además, 
el medio debe ser eficaz para obtener el 
resultado, ya que es obvio que si algún 
efecto se produce, este debe provenir 
de una causa eficiente, comoquiera que 
si esa causa no es eficiente el resultado 
no se le puede imputar a tal causa. El 
medio pues tiene que producir como 
resultado un acto administrativo vicia-
do en su consentimiento, por vicios en 
la formación del acto administrativo, y 
por esa vía es por la que se puede llegar 
a la conclusión, se repite, de la revo-
cación de tal acto, sin consentimiento 
del particular afectado, previa la trami-

tación del procedimiento señalado en 
el artículo 74 del Código Contencioso 
Administrativo4.

A pesar de lo anterior la Ley 1437 de 2011 
estableció que cuando el acto administrati-
vo ocurre por medios ilegales o fraudulentos 
no procede la revocatoria directa sino que la 
administración, deberá demandar su propio 
acto sin necesidad de acudir a la conciliación 
como requisito de procedibilidad y solicitan-
do la suspensión provisional del mismo.

Pese a que esta norma orientara el rumbo de 
la jurisprudencia del Consejo de Estado, con-
sideramos que subsisten las consideraciones 
jurídicas expresadas por la Corte Constitu-
cional para justificar la revocatoria de actos 
administrativos particulares obtenidos por 
medios ilegales, bajo la premisa de que la sus-
tentación no se fundamentó en las disposicio-
nes del Código Contencioso Administrativo, 
sino en normas constitucionales como los ar-
tículos 58 y 83, que hacen referencia a situa-
ciones jurídicas consolidadas de acuerdo con 
las leyes civiles y el principio de la buena fe.

El planteamiento anterior permite entrar a 
establecer que existirá una continuidad del 
conflicto que durante muchos años existió en 
torno a la interpretación y alcances de la revo-
catoria directa en los casos de actos adminis-
trativos fraudulentos de carácter particular.

Se hace necesario entonces hacer un análisis 

4.	 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrati-
vo. Sentencia del 16 de julio de 2002. C.P.: Ana Margarita 
Olaya Forero.
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de la situación jurídica planteada a partir de 
las diferentes escuelas filosóficas, atendiendo 
a cada uno de sus planteamientos y acoplán-
dolos respectivamente al caso en concreto.

Desde una óptica estrictamente positivista, se 
debe señalar que de acuerdo con lo dispuesto 
en la legislación contencioso administrativa 
la revocatoria directa de actos administrati-
vos de carácter particular, sería improcedente 
en cualquier caso sin el consentimiento de la 
persona interesada.

En la teoría de Kelsen existiría una moral 
totalmente neutral, por ende preguntas tales 
como si la norma se considera justa o no, o 
si debe dársele estricto cumplimiento, son 
cuestiones que de una o otra forma no hacen 
parte de la preocupación del normativismo 
jurídico. 

La improcedencia de la revocación no se fun-
damenta en juicios valorativos, sino en el he-
cho de retrotraer la cadena de validez hasta 
la norma fundante básica del ordenamiento, 
cual es la Constitución, entenderíamos que la 
misma es válida y por ende debe ser aplicada. 

Para Kelsen5, el derecho subjetivo es defini-
do como el reflejo de una obligación jurídica 
existente. En este sentido cuando afirmamos 
que alguien tiene un derecho subjetivo afir-
mamos que otra persona está obligada a reali-
zar una conducta respecto de este. 

5.	 GARCÍA AMADO, Juan Antonio. Hans Kelsen y la norma 
fundamental. Marcial Pons-Ediciones Jurídicas y Sociales, 
S.A., 1996.

En este caso para garantizar el derecho re-
conocido a la persona en virtud de un acto 
administrativo, el Estado se encontraría en 
la obligación de abstenerse de revocar dicho 
acto hasta tanto no obtenga el consentimien-
to del particular, y en caso de ser permanente 
la negativa acudir ante la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo para demandar 
su propio acto.

Desde la óptica del Positivismo moderado de 
Hart6, se establece con relación a los derechos 
subjetivos, que las normas que los confieren 
son diferentes de las que imponen obligacio-
nes o prescriben sanciones, pero son normas 
jurídicas que no tienen por qué estar justifi-
cadas moralmente ni por qué ser confundi-
das con reglas morales para existir, pese a que 
algunas normas jurídicas reflejen principios 
morales.

Frente al caso en cuestión, si un particular 
se favoreciera de un medio ilegal en virtud 
del cual la administración expidiera un acto 
administrativo que le reconociera un dere-
cho, esta última no tendría la posibilidad de 
revocar su propio acto, así fuere moralmente 
reprochable la actuación del particular, te-
niendo en cuenta que la regla contenida en la 
norma jurídica dispuesta en el Código Con-
tencioso Administrativo. 

Dentro de una concepción filosofía distinta, 
atendiendo a criterios propios del iusnatura-
lismo moderno, Ronald Dworkin contempla 

6.	 HART, Herbert. El concepto de derecho. Buenos Aires: 
Abeledo-Perrot, 1963.
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elementos de juicio que establecen criterios 
adicionales a los señalados hasta el momen-
to. Para Dworkin el Derecho no solamente se 
constituye por reglas, sino que contiene otro 
tipo de pautas denominadas principios.

Dichos principios hacen parte del Derecho al 
igual que las reglas, por lo que obligan de la 
misma forma que estas. 

Frente al debate suscitado a la luz de lo dis-
puesto en el Código Contencioso Adminis-
trativo y lo expresado por la Corte Constitu-
cional basado en la disposiciones de la Cons-
titución Política, en referencia a la revocación 
directa de los actos administrativos, se hace 
necesario dar una solución al caso en concre-
to de forma tal que se determine la prevalen-
cia dentro del sistema de fuentes atendiendo a 
las disposiciones legales o a la jurisprudencia 
constitucional sobre el tema.

El debate en cuestión implica una confronta-
ción de principios jurídicos que requieren un 
análisis ponderado de los mismos así como su 
alcance frente a la revocación de actos admi-
nistrativos de carácter particular sin el con-
sentimiento del titular.

La postura jurídica asumida por el legisla-
dor, en virtud de la cual se obliga a la admi-
nistración a demandar el acto administrativo 
de carácter particular, así hubiera ocurrido 
por medios ilegales, ante la jurisdicción de 
lo contencioso administrativo en caso de 
no obtener el consentimiento del particular, 
constituye una regla inspirada en el principio 
de la presunción de buena fe establecido en 

el artículo 3 No. 4 de la Ley 1437 de 2011 el 
cual establece que: “en virtud del principio de 
la buena fe, las autoridades y los particulares 
presumirán el comportamiento leal y fiel de 
unos y otros en el ejercicio de sus competen-
cias, derechos y deberes”7.

Sin embargo dicho principio atendiendo a la 
maleabilidad propia de su naturaleza como 
guía interpretativa del resto de reglas del or-
denamiento jurídico, debe aplicarse de ma-
nera favorable a la administración cuando se 
trate de circunstancias en las cuales el parti-
cular ha actuado de manera ilegal para obte-
ner un beneficio mediante el reconocimiento 
efectuado por un acto administrativo de ca-
rácter particular. En este caso la revocatoria 
directa debe ser permitida.

Dicha afirmación se hace teniendo en cuenta 
que la presunción de buena fe, como princi-
pio de la actuación administrativa, incorpora 
de acuerdo a lo señalado por la Corte Consti-
tucional8 el valor ético de la confianza, el cual 
se ve quebrantado junto con este principio 
cuando el particular obtiene un beneficio ac-
tuando de manera ilícita.

En este mismo orden de ideas debe señalarse 
que el principio de la Buena fe debe interpre-
tarse de manera concordante con el principio 
de la moralidad el cual se define en el Códi-
go de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo como aquel en 
virtud del cual: “todas las personas y los ser-
vidores públicos están obligados a actuar con 

7.	 Art. 3. No. 4. Ley 1437 de 2011.
8.	 Corte Constitucional. Sentencia T-499 de 1992. M.P. José 

Gregorio Hernández.
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rectitud, lealtad y honestidad en las actuacio-
nes administrativas”9. 

El citado artículo establece que la actuación 
administrativa tanto de los servidores públi-
cos, como de todas las personas, incluyendo a 
los particulares debe estar determinada por la 
rectitud, lealtad y honestidad. 

Por rectitud debe entenderse el sentido ver-
dadero, justo y firme que guía el actuar sin 
desvíos. La lealtad es la acción y actitud fiel 
no sujeta a engaños ni a traiciones; mientras 
que la honestidad hace referencia al compor-
tamiento que se guía por la decencia y las 
buenas costumbres.

Dicho principio de moralidad se ve violenta-
do cuando el particular usa medios ilegales 
para obtener el reconocimiento de un dere-
cho, lo cual pone en consideración la conse-
cuente violación de otro principio de la fun-
ción pública cual es la prevalencia del interés 
general, al amparar una situación jurídica 
creada a través de una causa ilícita generada 
por un particular que ha implicado el reco-
nocimiento de un derecho mediante acto ad-
ministrativo desconociéndose los intereses de 
la sociedad.

El principio de la prevalencia del interés gene-
ral encuentra su fundamento constitucional 
en el artículo 1 de la Constitución Política10, 

9.	 Art. 3. No. 5. Ley 1437 de 2011.
10.	 Constitución Política. Art. 1: “Colombia es un Estado So-

cial de Derecho, organizado en forma de República unita-
ria, descentralizada, con autonomía de sus entidades te-
rritoriales, democrática, participativa y pluralista, fundada 
en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 
solidaridad de las personas que la integran y en la preva-
lencia del interés general”.

el cual se encuentra señalado en las diferentes 
disposiciones del texto constitucional y en di-
ferentes normas legales.

Ahora bien, la prevalencia del interés general 
en detrimento del interés particular solo debe 
aplicarse en una situación extrema, cuando 
no sea posible la armonización de los dere-
chos en conflicto. 

En el caso concreto de un derecho reconoci-
do a un particular mediante acto administra-
tivo expedido por parte de la administración 
como producto del actuar ilícito del particu-
lar se puede señalar que el mismo es irrecon-
ciliable con la prevalencia del interés general.

INCONSTITUCIONALIDAD DE LA NOR-
MA: ARTÍCULO 97. LEY 1437 DE 2011

A partir de las inferencias efectuadas pode-
mos señalar que la disposición prescrita en el 
artículo 97 de la Ley 1437 de 2011 en virtud 
de la cual se establece que en caso de que la 
administración considere que un acto admi-
nistrativo que haya creado una situación jurí-
dica de carácter particular y concreto o reco-
nocido un derecho de igual categoría ocurra 
por medios ilegales o fraudulentos, no podrá 
ser revocado sin el consentimiento del par-
ticular, va en contravía con los principios de 
moralidad y prevalencia del interés general.

En este sentido la institución de la revocación 
directa de los actos administrativos de carác-
ter particular requiere una reformulación del 
principio de buena fe, lo que implica un am-
paro al actuar de la administración y en nin-
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gún caso al del particular que utilizó medios 
ilegales para tal efecto. 

Por ende la disposición legal señalada es in-
constitucional al establecer la imposibilidad 
de la administración de revocar sus propios 
actos y tener que acudir ante la jurisdicción 
de lo contencioso administrativo
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